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I. INCIDENCIA AMBIENTAL DE LA LEY DE MEDIDAS URGENTES EN 
MATERIA DE VIVIENDA, SUELO Y URBANISMO 

La norma más importante dictada en la CAPV en el período que abarca esta 

crónica (1 de diciembre de 2025 a 1 de mayo de 2026) ha sido la Ley 6/2025, de 

11 de diciembre, de Medidas Urgentes en materia de Vivienda, Suelo y 

Urbanismo (BOPV 250, 29 de diciembre). Aunque el objeto de la ley no es 

estrictamente ambiental (trata de movilizar el suelo, agilizar los procedimientos 

urbanísticos y regular el mercado inmobiliario, con la finalidad de garantizar el 

acceso a la vivienda, en especial mediante el impulso de la construcción de más 

cantidad de viviendas de protección pública), sí que introduce modificaciones 

puntuales en leyes ambientales importantes, con la finalidad de facilitar alcanzar 

esos objetivos. 

Lo primero que hay que considerar es que se crea, en el marco de la legislación 

urbanística vasca, una figura de actuación, las llamadas actuaciones prioritarias, 

que han de prever la calificación de vivienda de protección pública o tener por 

objeto la intervención en los conjuntos urbanos y rurales existentes en la 
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legislación de vivienda. Estas actuaciones se declaran por el ayuntamiento tanto 

mediante instrumento de planeamiento, como de forma singular aprobándolas 

como proyecto. Para ello la ley prevé un trámite abreviado de aprobación en el 

que se establece que ha de seguirse el procedimiento simplificado de evaluación 

ambiental (sin perjuicio de la posibilidad de que el informe de impacto ambiental 

que en el mismo se emita aprecie circunstancias excepcionales que evidencien 

riesgos significativos sobre el medio ambiente). También se determina que, en 

lo relativo a las competencias del Gobierno Vasco y de las Diputaciones Forales, 

tanto la solicitud como el informe que se incluyan en el procedimiento han de ser 

únicos por cada una de esas instituciones (lo que hubiera resultado también de 

especial interés en lo relativo a la fase de consultas a las Administraciones 

afectadas en el procedimiento de evaluación ambiental estratégica, pero que no 

se ha recogido). Para proceder a la ejecución urbanística de las actuaciones 

prioritarias únicamente resulta necesario el plan general, en su caso el plan de 

sectorización, y el proyecto ejecutivo de actuación. 

Esta ley procede igualmente a modificar algunos aspectos de la Ley 10/2021 de 

Administración Ambiental de Euskadi. Respecto de los planes y proyectos de 

actuación prioritaria que desarrollen o modifiquen puntualmente el planeamiento 

general que cuente con evaluación ambiental estratégica, la competencia 

reconocida al órgano ambiental queda atribuida al ayuntamiento si tiene una 

población superior a 7000 habitantes. Pero siempre que los propios 

ayuntamientos opten por asumir esta competencia y garantizando, además, la 

adecuada separación entre el órgano ambiental y el sustantivo al objeto de que 

las funciones ambientales se desarrollen de manera objetiva y evitando los 

conflictos de intereses. Cuando el ayuntamiento actúe como órgano ambiental y 

sustantivo, las posibles discrepancias serán dirimidas por la junta de gobierno 

local.  

Se incorpora también a la citada Ley 10/2021 de Administración Ambiental de 

Euskadi un nuevo artículo 75 bis regulador de la sincronización del 

procedimiento simplificado de la evaluación ambiental estratégica con la 

aprobación del planeamiento urbanístico. Así, la aprobación del plan urbanístico 

y la verificación del trámite de información pública pueden ser realizadas antes 

de la emisión del informe ambiental estratégico (IAE). Las consultas a las 
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administraciones públicas (exigibles en la EAE) y la solicitud de informes 

sectoriales que requiere la tramitación urbanística pueden hacerse en una sola 

solicitud. Las administraciones afectadas y las personas interesadas 

consultadas han de pronunciarse en el plazo máximo de un mes. Pero se 

establece que las administraciones públicas vascas han de emitir un único 

informe por órgano competente (no por administración). Los pronunciamientos 

recibidos con posterioridad al plazo citado no serán tenidos en cuenta. En el caso 

de actuaciones de carácter residencial el órgano ambiental dispondrá de un 

plazo máximo de dos meses para la formulación del IAE (en la legislación general 

este plazo es de tres meses). 

La Ley 6/2025 también modifica los anexos de la Ley 10/2021 de Administración 

Ambiental de Euskadi, respecto de la determinación de los planes sometidos a 

diferentes tipos de EAE. En primer lugar, elimina de la obligatoriedad de EAE 

ordinaria a los planes de sectorización (anexo II.A). Correlativamente, y siempre 

que se cumpla alguno de los supuestos que ya estaban previstos en el anexo 

II.B de la ley, se someten a EAE simplificada las modificaciones puntuales, los 

planes de sectorización y el planeamiento de desarrollo de uso global residencial 

de un plan general de ordenación urbana con evaluación ambiental aprobada, 

sin perjuicio de lo que disponga finalmente el IAE. 

Finalmente, la norma citada modifica algunos aspectos de la Ley 4/2015 de 25 

de junio, para la prevención y corrección de la contaminación del suelo. Cuando 

hubiera de emitirse la declaración de la calidad del suelo por el órgano ambiental 

de la CAPV, en el caso de cambio de uso de un suelo que soporte o haya 

soportado una actividad o instalación potencialmente contaminante, la misma 

podrá hacerse con anterioridad al inicio de las obras de urbanización o 

edificación, sin perjuicio de la ejecución de aquellas obras que, aun pudiendo 

formar parte de los proyectos de urbanización o edificación, se contemplen en el 

plan de recuperación (anteriormente se establecía que antes de la aprobación 

definitiva de los instrumentos urbanísticos que incluyan la ordenación 

pormenorizada de la parcela o parcelas que soporten o hayan soportado una 

actividad o instalación potencialmente contaminante del suelo o con anterioridad 

a la modificación de dichos instrumentos y, preferentemente, en las fases 

iniciales de los respectivos procedimientos). Pero se añade que, no obstante, en 
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las fases iniciales de la ordenación pormenorizada se incorporará un estudio 

histórico de las actividades desarrolladas en el ámbito, para la consideración de 

esta variable en la toma de decisión. 

También se incluye una nueva disposición adicional sexta en la citada Ley 

4/2015. En el desarrollo de los ámbitos de ordenación y de ejecución urbanística 

en que se prevean usos residenciales protegidos: a) la declaración de la 

calidad del suelo se dictará en el plazo de tres meses, pudiendo otorgarse las 

autorizaciones, licencias y permisos que habiliten para la realización de las 

actuaciones previstas sobre estos suelos en caso de no haberse dictado 

resolución expresa en el mencionado plazo, siempre y cuando estas actuaciones 

no sean incompatibles con las medidas de recuperación del suelo que, en su 

caso, fuesen necesarias (transcurrido el plazo, el promotor o promotora de la 

actuación comunicará al órgano ambiental la constatación de este extremo y el 

inicio de la actuación autorizada); b) cuando el plan de recuperación se presente 

después de que se haya emitido la declaración de la calidad del suelo, el órgano 

ambiental deberá dictar en el plazo máximo de tres meses la oportuna resolución 

de aprobación de este, previo trámite de audiencia por un plazo de 15 días a las 

personas interesadas; y c) cuando en el procedimiento de declaración de la 

calidad del suelo se deba aprobar un plan de excavación selectiva, el plazo será 

de un máximo de dos meses para la aprobación de dicho plan y de un mes, a 

contar desde la presentación del informe final acreditativo de las actuaciones 

autorizadas y de la investigación del estado final del suelo, para la emisión de la 

declaración de la calidad del suelo. 

 

II. MODIFICACIÓN DEL REGLAMENTO DE SOSTENIBILIDAD ENERGÉTICA 

Mediante Decreto 45/2026, de 24 de marzo (BOPV 64, 8 de abril) se ha 

procedido a modificar el Decreto sobre sostenibilidad energética de la CAPV. La 

reforma tiene como único objeto incorporar nuevos miembros en la Comisión de 

Transición Energética y Cambio Climático del Sector Público de la Comunidad 

Autónoma de Euskadi 
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III. DESARROLLO DE LA PLANIFICACIÓN TERRITORIAL 

Desde el punto de vista de la planificación territorial general hay que destacar la 

aprobación definitiva del nuevo plan territorial parcial del área funcional de Álava 

Central (Decreto 16/2026, de 17 de febrero, BOPV 42, 3 de marzo). Su finalidad, 

en un horizonte temporal de dieciséis años, es adaptar este instrumento de 

ordenación al nuevo marco legal, estratégico y territorial, y especialmente a las 

nuevas Directrices de Ordenación Territorial de la CAPV de 2019. Por otro lado, 

se pretende también adecuarlo al nuevo contexto socioeconómico de menor 

crecimiento y, especialmente, de cambio de modelo social. Se trataría de 

evolucionar desde el modelo de ciudad-región, habitual en la ordenación del 

territorio, hacia un modelo donde el campo sea más campo y la ciudad más 

ciudad, considerando a ésta como un ecosistema urbano. El reto es conseguir 

la máxima complejidad organizativa de las áreas urbanas y, a la vez, la máxima 

diversidad biológica de la matriz territorial, sin olvidar la diversidad de personas 

jurídicas para sustentar la vida de calidad de la población que habita el campo. 

En cuanto a la planificación territorial de carácter sectorial hay que reseñar que, 

en aplicación de la legislación vasca de movilidad sostenible, por Decreto 

229/2025, de 25 de noviembre, se ha aprobado el Plan de Movilidad Sostenible 

de Euskadi (BOPV 238, 10 de diciembre), que consta de dos tomos (no 

publicados en el boletín sino en la web del Gobierno Vasco): un primer volumen 

de 400 páginas con un diagnóstico de la situación y otro de 457 páginas con un 

plan de acción en la materia. 

En fase de elaboración hay que hacer constar la aprobación inicial del nuevo 

Plan Territorial Sectorial de Protección y Ordenación del Litoral del País Vasco 

(Orden de 2 de diciembre de 2025, del consejero de Vivienda y Agenda Urbana, 

BOPV 241, 15 de diciembre), el inicio del procedimiento de revisión del Plan 

Territorial Sectorial de la Red Ferroviaria de la CAPV (Orden de 15 de abril de 

2026, de la consejera de Movilidad Sostenible, BOPV 74, 22 de abril) y la 

formulación de la declaración ambiental estratégica del controvertido (y dilatado 

en su tramitación) Plan Territorial Sectorial de Energías Renovables en Euskadi 

(Resolución de 26 de enero de 2026 del director de Administración Ambiental, 

BOPV 53, 18 de marzo). 
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IV. IMPLEMENTACIÓN DE LA POLÍTICA DE ESPACIOS NATURALES 

Hay que destacar de manera especial la aprobación de la modificación del 

decreto por el que se aprueba el Plan Rector de Uso y Gestión (PRUG) de la 

Reserva de la Biosfera de Urdaibai (Decreto 11/2026, de 3 de febrero, BOPV 45, 

6 de marzo). Las modificaciones incorporadas a dicho plan son numerosas y 

afectan a un importante número de artículos del mismo (que es imposible referir 

en esta crónica, pues son determinaciones urbanísticas y ambientales que 

delimitan las posibles intervenciones y actuaciones en función de la diferente 

tipología de suelos no urbanizables que la Reserva incluye en su ordenación). 

Pero hay dos previsiones generales que se adicionan al PRUG que resultan de 

particular interés. Por un lado, se establece que el régimen jurídico que se 

establece en el plan relativo a las zonas del suelo no urbanizable de la Reserva 

comporta la calificación de utilidad pública e interés social de los bienes y 

derechos afectados, con el objeto de ejercitar las facultades expropiatorias, 

cuando se trate de actuaciones promovidas por una administración pública, 

siempre y cuando sea necesario para los fines por los que se declaró Urdaibai 

como reserva de la biosfera. Por otra parte, la implantación de nuevas 

dotaciones, equipamientos y actividades declaradas de interés público no 

previstas en el PRUG y que necesariamente deban emplazarse en el medio rural, 

no precisará de su modificación, ya que se podrán llevar a cabo, bien a través 

de la directa ejecución del proyecto correspondiente, o bien a través de la 

aprobación previa de la modificación del planeamiento general o del 

correspondiente plan especial, cuando así lo establezca la legislación urbanística 

general de Euskadi o lo determine, expresamente, el PRUG. 

En materia de protección de espacios naturales hay que indicar también como 

ha ido avanzando la elaboración del nuevo plan de ordenación de recursos 

naturales y del decreto de ampliación del parque natural de Aralar. Por 

Resolución de 23 de diciembre de 2025 del director de Patrimonio Natural y 

Adaptación al Cambio Climático (BOPV 252, 31 de diciembre) se sometió el plan 

inicialmente aprobado a información pública y, posteriormente, mediante 

Resolución de 2 de febrero de 2026 del mismo órgano (BOPV 27, 10 de febrero), 

se inició un nuevo plazo de información pública dado que se observó que para 

dicho trámite no se aportó la versión en euskera del texto del plan y que el trámite 
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de audiencia no se realizó según lo previsto por la legislación vasca sobre 

procedimiento de elaboración de disposiciones de carácter general 

 

V. FISCALIDAD Y MEDIO AMBIENTE 

Mediante Decreto 236/2025, de 9 de diciembre (BOPV 246, 22 de diciembre) se 

procedió a regular el canon de energías renovables, previsto en la Ley 1/2024 

de Transición Energética y Cambio Climático. Este canon es un impuesto directo, 

periódico, de naturaleza extrafiscal, real y con carácter compensatorio, que grava 

las instalaciones de energías renovables, se encuentren o no en explotación, 

implantadas en suelo no urbanizable de la Comunidad Autónoma de Euskadi, 

por las afecciones que genera. En el reglamento se regulan las exenciones, las 

personas o entidades vinculadas, su liquidación o pago y la posible revisión de 

su liquidación, además de las normas de gestión administrativa del canon 

(incluyendo un Registro de parques eólicos y fotovoltaicos de Euskadi). También 

se regulan las finalidades a las que se destina el canon (conservar, reponer y 

restaurar el medio ambiente de las zonas que resulten afectadas por las 

instalaciones de energías renovables, impulsar y promover el uso racional de la 

energía y adaptar el territorio a los efectos del cambio climático, a la 

conservación del patrimonio natural, y al uso recreativo y educativo de los 

recursos naturales). 

 

VI. ACTIVIDAD DE FOMENTO 

En desarrollo de la actividad de fomento en materia medioambiental, se ha 

publicado la convocatoria de ayudas y subvenciones para la innovación en 

economía circular (Orden de 9 de diciembre de 2025, del Consejero de Industria, 

Transición Energética y Sostenibilidad; BOPV 246, 22 de diciembre de 2025). 

  

 


